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Gerente General

Junta de Protección Social de San José (JPSSJ)
Estimado señor:

Asunto: 
Consulta sobre la posibilidad de financiar,  con recursos del superávit libre de operaciones de la Junta de Protección Social de San José, proyectos específicos que presenten diversas organizaciones a esa entidad.

En atención a su oficio No. G.3450-2006 del pasado 16 de noviembre, mediante el cual solicita el criterio de este órgano contralor, respecto de la existencia o no de un impedimento legal para que esa Junta de Protección Social, pueda utilizar recursos provenientes del superávit libre de operaciones, con el fin de financiar proyectos específicos que presenten algunas organizaciones, que cumplen con los requisitos establecidos por ley para ser consideradas beneficiarias de los recursos de esa entidad; lo anterior, sin que dicho financiamiento se limite únicamente a las posibilidades establecidas en la Ley No. 7997, que permite donar recursos de su superávit a las asociaciones y fundaciones pro hospitales de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Sobre el particular, se debe tener presente lo dispuesto por el artículo 5 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, No. 7428 del 7 de setiembre de 1994, el cual  establece, en su párrafo primero, lo que se transcribe a continuación:

“Todo otorgamiento de beneficios patrimoniales, gratuito o sin contraprestación alguna, y toda liberación de obligaciones, por los componentes de la Hacienda Pública, en favor de un sujeto privado, deberán darse por ley o de acuerdo con una ley, de conformidad con los principios constitucionales, y con fundamento en la presente Ley estarán sujetos a la fiscalización facultativa de la Contraloría General de la República”.

De dicha norma se desprende con claridad, que toda ayuda o apoyo que brinde un órgano o un ente público a una organización privada, requiere de una ley que expresamente así lo autorice, por lo que de conformidad con el principio de legalidad que rige para dichos órganos y entes, recogido en el numeral 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública, los funcionarios públicos solamente podrán realizar aquellas actuaciones que estén expresamente permitidas por nuestro ordenamiento jurídico. 

Al respecto, si bien es cierto que existen una serie de normas que le permiten, y hasta obligan, a la JPSSJ a destinar recursos a organizaciones de bienestar social, provenientes de las utilidades de las diversas loterías y de los premios prescritos y no vendidos, también lo es el hecho de que no se encuentra ninguna disposición legal que autorice a esa Junta el transferir recursos del superávit libre a dichas organizaciones. En ese sentido, este rubro deberá ser utilizado por la JPSSJ de acuerdo con lo normado por el Ministerio de Hacienda, órgano competente en la materia, según lo establecido en el numeral 7 del Decreto Ejecutivo No. 32452-H del 29 de junio de 2005, que reglamenta lo dispuesto por el artículo 6 de la Ley No. 8131, el cual preceptúa lo siguiente: 

“Los recursos de financiamiento que provienen de vigencias anteriores      -superávit libre- son parte del patrimonio de los órganos y las entidades y pueden utilizarlo en períodos subsiguientes para financiar gastos que se refieran a la actividad ordinaria de los órganos y las entidades, con los cuales se atienda el interés de la colectividad, el servicio público y los fines institucionales, siempre que estos no tengan el carácter permanente o generen una obligación que requiera financiarse a través del tiempo, como la creación de plazas para cargos fijos, o cualquier otro compromiso de la misma naturaleza. / Tampoco podrán financiarse gastos de recepción, gastos de viajes en el exterior, gastos de representación, honorarios y consultorías, información y publicidad, personal sustituto, becas, productos alimenticios, combustibles y lubricantes, textiles y vestuarios y en general aquellos otros gastos que no estén relacionados con la actividad ordinaria de los órganos y entidades o que no sean indispensables para el cumplimiento de los fines institucionales”.
De conformidad con lo hasta aquí expuesto, la Junta de Protección Social puede utilizar su superávit libre de operación para gastos de su actividad ordinaria, para la satisfacción del interés público y el cumplimiento de los fines institucionales, en la medida de que no se trate de obligaciones permanentes o que se refieran a alguno de los conceptos señalados en el numeral 7 del Decreto Ejecutivo antes transcrito. Ahora bien, de la norma de referencia se puede interpretar que esa Junta eventualmente podría financiar proyectos presentados por las organizaciones de repetida cita; sin embargo, al no existir una norma de rango legal que permita efectuar transferencias a dichas organizaciones, no resulta legalmente posible conceder tales beneficios patrimoniales con los recursos del superávit libre, a excepción de las instituciones pro hospitales de la Seguridad Social, únicamente para la compra de equipo médico y proyectos de infraestructura, como bien usted indica en la consulta objeto de criterio, por contar con una legislación que expresamente así lo permite, según la Ley No. 7997. 

Por otra parte, y respecto del monto de superávit que viene mostrando esa entidad desde hace varios años, cabe reiterar lo manifestado recientemente por este órgano contralor, en el Informe sobre los resultados del estudio del Plan-Presupuesto de la Junta de Protección Social de San José para el ejercicio económico 2007, No. DFOE-SOC-32-2006 del pasado 11 de diciembre, en el cual se indicó:  

“Según las liquidaciones presupuestarias presentadas por esa entidad, el superávit total en los últimos tres años se ha incrementado notablemente, pasó de ¢2.916.335.3 en el 2003 a ¢5.506.622.5 miles en el 2005, creciendo en más proporción el superávit libre o de operación que el específico, ya que de ¢ 1.441.630.3 miles en el 2003 pasó a ¢3.567.390,8 miles en el 2005. Las causas que originaron el superávit pueden ser varias, en este sentido un superávit libre o de operación podría significar que los costos de operación y administración estén sobreestimados o bien un superávit específico podría ser producto de un ineficiente procedimiento para la distribución de los recursos. / No es conveniente que una entidad pública finalice el periodo presupuestario con superávit, menos en el caso de la Junta de Protección Social de San José cuya razón de ser es generar ingresos para distribuirlos entre las diferentes organizaciones sociales públicas y privadas que atienden a la población más necesitada del país. Llama la atención que del superávit libre al 31 de diciembre de 2005 por ¢3.567.390.8 miles, se incorporaron al presupuesto del 2006 únicamente ¢531.404.0 miles, recursos que se pudieron haber utilizado para el fortalecimiento de la seguridad y del bienestar social en Costa Rica”.

Concluyéndose, en ese sentido en dicho informe que “paradójicamente a los esfuerzos realizados por esa administración para incrementar los ingresos, también en los últimos años el superávit institucional se incrementó, lo cual se contrapone con la razón de ser de la Junta como lo es generar recursos que le posibiliten brindar ayudas económicas a las instituciones públicas y a organizaciones privadas beneficiarias en forma oportuna”; por lo que se hace imperativo que la Junta de Protección Social de San José tome las acciones inmediatas para evitar la acumulación de superávit, tal y como se le dispuso en el punto 4, literal c) del referido informe. 

En consecuencia, es criterio de este despacho que no resulta legalmente posible utilizar los recursos del superávit libre de la JPSSJ, para financiar proyectos específicos de organizaciones que no sean las asociaciones y fundaciones pro hospitales de la Caja, por no existir una norma de rango legal que permita ese tipo de liberalidades; no obstante ello, si es posible utilizar el superávit específico con que cuenta esa Junta, de acuerdo a los distintos programas legalmente establecidos, para tales efectos. Asimismo, cabe señalar que esa entidad puede utilizar los recursos del superávit libre o de operación, en las actividades autorizadas por el artículo 7 del mencionado Decreto Ejecutivo No. 32452, y efectuar oportunamente los ajustes presupuestarios respectivos, a efecto de evitar que se genere superávit al final del periodo, o al menos que no crezca en la proporción que se ha venido presentando en los últimos años.

Atentamente,

Lic. Douglas A. Castro Salazar




Lic. Eduardo Zumbado Esquivel

         Gerente de Área, a.i.





    Fiscalizador
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